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CAPÍTULO I


La Cuestión Palestina



1. Introducción


El Oriente Medio resulta una región geográfica especialmente problemática debido a la confluencia de varios elementos de carácter político, económico, social y religioso, pero el núcleo central se encuentra en la polémica cuestión de Palestina, por la dificultad de alcanzar un arreglo pacífico y justo, la persistencia del conflicto violento en esa zona durante un siglo, y el elevado nivel de amenaza que supone para la paz y la seguridad internacionales1.


Cuando en 1947 la Asamblea General de las Naciones Unidas decidió la partición del territorio de Palestina en dos Estados independientes, uno árabe y otro judío, se produjo un punto de inflexión decisivo, pues las esperanzas de llegar a una descolonización pacífica del Mandato colonial británico se desvanecieron en cuanto estalló el conflicto armado entre Israel y los Estados árabes vecinos, así como entre las comunidades palestina y judía allí residentes. Desde entonces, el choque frontal ha sido casi permanente, y ha tenido consecuencias dramáticas para toda la región de Oriente Medio. En efecto, las contrapuestas y enquistadas reivindicaciones territoriales de ambos pueblos sobre Palestina han desembocado en cinco contiendas bélicas abiertas y una tensión violenta persistente entre el Estado de Israel y los Estados árabes contiguos2.


El enfrentamiento continuado en la región de Oriente Medio ha concentrado gran parte de la preocupación de la comunidad internacional en las últimas décadas –de Estados, organizaciones internacionales, y la sociedad civil internacional, sobre todo a través de organizaciones no gubernamentales (ONGs)– y, por ello, los esfuerzos de pacificación han sido constantes, con sucesivas iniciativas de paz, misiones negociadoras, mediadoras y humanitarias, y operaciones de paz internacionales desplegadas en el terreno3. La instauración del Estado hebreo sobre el mencionado territorio en 1948, con la consiguiente diáspora a la que fueron sometidos los habitantes palestinos árabes de la zona, provocó el estallido de diversas contiendas bélicas entre Israel y los Estados árabes vecinos4, a pesar de que la problemática no se reducía a una simple diferencia fronteriza entre el Estado hebreo y los países árabes, sino que hundía sus profundas raíces en la controversia soberana sobre el territorio palestino5. El análisis de esta cuestión constituye el objeto de estudio de esta monografía, si bien también se harán referencias a los conflictos y procesos negociadores desarrollados entre Israel y sus vecinos árabes –concretamente con Egipto, Líbano, Jordania y Siria–, pues no puede aislarse el asunto palestino de la problemática general del Oriente Medio.


En esta obra cobra un especial protagonismo la cuestión del pueblo palestino, que ha tenido y está teniendo que soportar un forzoso y prolongado éxodo: a los refugiados tras la contienda de 1948 se unieron más exiliados tras la Guerra de los Seis Días de 1967, la expulsión de los palestinos de Jordania en 1970, la invasión del sur del Líbano por parte de Israel con el objetivo de expulsar a los grupos de guerrilleros palestinos de la región, lo que condujo en 1982 al exilio a Túnez de la cúpula de la Organización para la Liberación de Palestina (OLP), y la actual guerra en Gaza y en el sur del Líbano en 2023-2024, que está provocando más refugiados que huyen de las zonas de combate abierto6. A todo ello deben añadirse las paupérrimas condiciones de vida de los residentes en el interior de Gaza y Cisjordania, por lo que la posición palestina no cuenta con halagüeñas expectativas de futuro próximo. En los años noventa, al terminar la “Guerra fría” entre Estados Unidos y la Unión Soviética, la situación comenzó a cambiar, transformación que se agudizó especialmente tras la guerra del Golfo Pérsico contra Iraq. En esos años se produjo la conjunción de diversos factores que permitieron atisbar nuevas oportunidades para el arreglo pacífico de disputas enquistadas, como la israelo-palestina: la desaparición de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) y del bloque comunista, el final del régimen de discriminación racial (apartheid) en Sudáfrica, el proceso de paz en Centroamérica o el acercamiento negociador en Irlanda del Norte, han sido todos ellos procesos paralelos y coetáneos a la negociación de la paz en Oriente Medio, provocados en gran parte como consecuencia de la finalización de la prolongada “Guerra fría” entre los bloques occidental y soviético.


No obstante, el conflicto árabe-israelí ha servido de excusa en demasiadas ocasiones para ocultar otros graves problemas en Oriente Medio, y que están relacionados entre sí, como la inexistencia en gran parte del territorio de sistemas democráticos basados en el estado de derecho y las libertades fundamentales de toda persona, controversias fronterizas enquistadas en el tiempo, enormes desigualdades socioeconómicas, problemas demográficos con un incremento progresivo de la población frente a la escasez de recursos, el desempleo o subempleo generalizado, movimientos migratorios incontrolados, contenciosos medioambientales, etc. Con todo, la consecución de una paz real, justa y duradera entre árabes e israelíes es la condición esencial para alcanzar una estabilidad política y económica con la que se puedan afrontar con garantías de éxito los demás problemas de la región7.


El objeto de estudio de esta monografía se centra en profundizar en el contencioso palestino a través de la historia, el proceso de paz surgido en la última década del siglo XX, y la persistencia del conflicto entre Israel y Palestina durante las primeras décadas del siglo XXI8. Por consiguiente, la estructura de esta obra se divide en tres grandes capítulos: en el primero se presenta la cuestión palestina, con énfasis inicial en la confrontación armada árabe-israelí y en el afianzamiento del sentimiento nacional palestino a través de la implantación de la Organización para la Liberación de Palestina, para pasar más tarde a examinar el estatuto legal de los territorios palestinos que fueron ocupados por Israel en 1967, en particular la situación de Jerusalén; y por último, las actividades desarrolladas por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en este marco. En el segundo capítulo se explica el proceso de arreglo negociado del conflicto desarrollado a finales del pasado siglo, con un análisis de los distintos acuerdos internacionales firmados entre 1993 y 1997 por los antaño enemigos. Y el tercer capítulo está dedicado a analizar la prolongación y exacerbación del conflicto en los últimos veinte años, con las situaciones presentes en Palestina e Israel, los obstáculos que suponen el preocupante subdesarrollo económico de Gaza y Cisjordania y el integrismo religioso dominante en la zona, la judicialización del conflicto –desde la construcción del muro en 2002–, y la guerra abierta en Gaza a partir de octubre de 2023.


Con respecto al marco metodológico adoptado, el presente trabajo de investigación está planteado a partir del análisis histórico y la aproximación jurí-dico-internacional al problema palestino, por lo que debe advertirse al lector de que esta obra no pretende abordar todos los elementos y perspectivas de este enconado conflicto dirimido entre dos pueblos que cuentan, pese a todo, con un origen y un territorio común.



2. Desarrollo histórico del problema


Los territorios palestinos ocupados por Israel son dos, la Franja de Gaza y Cisjordania –o Ribera Occidental–, separadas entre sí por el contiguo Estado de Israel. Ambas son partes del territorio de la Palestina histórica, que fue colonizada por el Imperio turco desde el siglo XVI y gobernada por el Reino Unido tras la Primera Guerra Mundial bajo un mandato de la clase A de la Sociedad de Naciones, aplicable a los territorios del Medio Oriente antes controlados por el Imperio otomano (art.22.4 del Pacto de la Sociedad de Naciones)9. En el texto del Mandato, concedido en el marco de la Sociedad ginebrina, se incluía parte de la denominada “Declaración Balfour”, y en él mismo el Reino Unido se comprometía a garantizar el objetivo de crear un hogar nacional judío en Palestina (preámbulo y art.2), para lo cual asumía la responsabilidad de facilitar la inmigración judía a la región (art.6). Sin embargo, la población de aquel territorio era mayormente árabe durante el período de entreguerras y pretendía lograr la independencia de Palestina, para lo que se celebraron entre 1919 y 1928 siete Congresos palestinos, que rechazaron la Declaración Balfour, las pretensiones judías y la presencia británica10.


Este problema se agudizó en la década de los años treinta del siglo XX, con el estallido en 1936 de una revuelta de los palestinos árabes contra el imparable flujo migratorio judío. Ante ello, Reino Unido, como Potencia mandataria y administradora del territorio, envió a la zona diversas comisiones de investigación, que estudiaron la situación en el terreno e intentaron aportar diversas soluciones: de entre ellas conviene destacar aquí a la Comisión Real (“Comisión Peel”), creada en 1936 para investigar las causas de la revuelta árabe de ese año, que emitió el 8 de julio de 1937 un informe que señalaba la existencia de diferencias irreconciliables entre ambas partes, y recomendaba la partición del Mandato de Palestina en tres zonas: un Estado judío, desde la frontera con el Líbano hasta el Negev; un Estado árabe, que incluiría el resto de Palestina al oeste del río Jordán, junto con Transjordania; y un enclave británico, que comprendería las ciudades de Jerusalén, Belén y Nazaret. Este informe Peel supuso el primer reconocimiento oficial de las posiciones contrapuestas de ambas comunidades palestinas11. Pero, aunque sus propuestas eran también compartidas por el Consejo de la Sociedad de Naciones, chocaron sin embargo con una firme oposición de los dirigentes árabes y judíos: la revuelta árabe prosiguió hasta que el Gobierno británico decidió rectificar en 1939 la línea política seguida hasta entonces de permitir la masiva inmigración judía hacia Palestina, previendo además la instauración de un Estado palestino independiente en el plazo de diez años y la restricción de la inmigración judía a un tope máximo anual de 75.000 personas12.


Este giro completo de la política británica convenció a la población palestina árabe, que puso fin a su revuelta popular13. Pero los grupos sionistas, por el contrario, se sintieron defraudados y reaccionaron de diversas maneras, desde cesar su cooperación con las autoridades británicas hasta emplear determinadas organizaciones paramilitares propias, como la Hagana, el Irgun Zvai Leumi y el grupo Stern, para una campaña sistemática de insurgencia y de ataques terroristas contra los palestinos árabes y las fuerzas británicas, como el atentado contra el Hotel King David de Jerusalén –sede de la administración mandataria británica–, en junio de 194614. A esta campaña sionista de rebelión y lucha armada las autoridades coloniales británicas respondieron con la implantación, desde 1945, de la misma legislación de excepción que anteriormente habían impuesto entre 1936 y 1939 a los palestinos árabes, y que, años después, durante la ocupación de Gaza y Cisjordania a partir de 1967, Israel iba a aplicar a la población de dichos territorios.


En resumen, la Potencia mandataria británica fracasó al ejecutar con incoherencia e imprevisión su mandato sobre el territorio de Palestina, al querer satisfacer al mismo tiempo a los grupos sionistas –mediante la creación de un hogar nacional judío– y a los árabes –a través del respeto de sus derechos políticos–15, por lo que se malograron sus sucesivas iniciativas para arreglar el conflicto –como el Plan Morrison Grady o la Conferencia de Londres de 1946–.


De este modo, el Reino Unido remitió finalmente el asunto palestino a la reciente creada ONU16. En concreto, el 2 de abril de 1947 el Gobierno británico solicitó al Secretario General de la ONU que pusiera la cuestión palestina en la agenda del siguiente período de sesiones de la Asamblea General de la Organización, y que ésta celebrara una reunión extraordinaria con el objeto de establecer una comisión específica para formular recomendaciones acerca del futuro gobierno en Palestina. En efecto, la Asamblea General creó el Comité Especial de las Naciones Unidas para Palestina (UNSCOP) –Resolución 106 (S-I), de 15 de mayo de 1947–, que en agosto de ese mismo año avanzó dos propuestas alternativas: 1) el establecimiento de dos Estados, judío y árabe, con un estatuto jurídico internacional aplicable de forma específica a la ciudad de Jerusalén; o 2) la creación de un Estado federal único compuesto por dos provincias, árabe y judía respectivamente. Ante tal disyuntiva, la Asamblea General de las Naciones Unidas, a pesar de la cerrada oposición árabe, aprobó la división del territorio palestino para la creación de dos Estados independientes, uno árabe y otro judío, así como una zona internacional especial para Jerusalén, por medio de su célebre Resolución 181 (II), de 29 de noviembre de 1947.


La reacción de ambas partes de la controversia ante la solución aprobada por Naciones Unidas fue previsible: por un lado, la Agencia judía aceptó el Plan de Partición recogido en la Resolución 181 (II) de la Asamblea General pero, por otro lado, los árabes palestinos mostraron su completa oposición a toda pretensión de división, segregación o reparto de su territorio, o que otorgara un trato preferencial a una población minoritaria, como entonces era la judía, por lo que la consecuencia trágicamente lógica fue el enfrentamiento abierto entre las comunidades árabe y hebrea de la región. Ciertamente, el pueblo palestino tenía derecho a la libre determinación tras la retirada británica, efectuada a mediados de 1948, pero la Agencia judía proclamó entonces el Estado de Israel en la mayor parte del territorio histórico de Palestina17. En esas circunstancias, resultaba comprensible que la población palestina, mayoritariamente árabe, considerase a la minoría judía como un grupo rebelde que pretendía evitar la soberanía de la mayoría de la población del país y, si se considera al pueblo de Palestina con derecho a su autodeterminación y eventual creación de un Estado, no se le puede negar su derecho a utilizar la fuerza contra lo que consideraba una rebelión minoritaria, que impedía el ejercicio de su libre determinación; y a la inversa, los militares judíos no tenían un claro derecho entonces a imponer por la fuerza de las armas un Estado hebreo, aunque de hecho así lo hicieron. Ya desde el comienzo del Mandato británico, y aún antes, el reconocimiento de un hogar judío en Palestina fue percibido como una vulneración del derecho de libre determinación del pueblo palestino, como así lo vio en su momento la Comisión norteamericana King-Crane enviada a Palestina por el Presidente Wilson18. Por añadidura, los israelíes han aprovechado posteriormente sus conquistas territoriales tras las guerras de 1948 y 1967, sobre todo después de la primera, para expulsar a la población árabe de los territorios ocupados militarmente, lo que resulta una evidente violación de la Cuarta Convención de Ginebra y del Derecho internacional general en este ámbito, como veremos más adelante19.


Hay que remontarse varias décadas para comprender el nacimiento y desarrollo del movimiento sionista, que llevó al pueblo judío a abandonar siglos de diáspora para instalarse en Palestina. El fundador de ese movimiento político fue Th. Herzl, autor del libro Der Judenstaat –El Estado judío– (1896), que provoca la celebración en Basilea del Primer Congreso sionista mundial en 189720. Los grupos sionistas, a partir de Herzl, lograron transformar el sentimiento religioso judío en un pujante movimiento político, que en realidad era un reflejo del nacionalismo europeo vigorizado a finales del siglo XIX, con sus elementos clave en la identidad nacional, la autodeterminación y el concepto de Estado-nación. Debe tenerse en cuenta que un fenómeno de antisemitismo étnico se había ido extendiendo en Europa desde las postrimerías del siglo pasado (patente incluso en la liberal Francia con el asunto Dreyfus), proceso que culminaría con el holocausto de la Alemania nacional-socialista. Incluso los judíos más plenamente asimilados no gozaban de una aceptación completa en las sociedades europeas nacionalistas, por lo que Herzl, entre otros, llegó a la conclusión de que el pueblo judío debía regularizar su posición internacional a través de la consecución de su propia soberanía política, esto es, mediante la libre determinación y la creación de un Estado propio en Palestina, lo que no sólo es un derecho inherente de todo pueblo –aunque entonces el mismo aún no había sido reconocido por el Derecho internacional–, sino que además resultaba una respuesta necesaria a la situación de los judíos en las sociedades europeas, como minoría en constante peligro que nunca podía conseguir una integración completa en dichos países21. De esta forma Der Judenstaat, el libro de Herzl publicado en 1896, se convirtió en el manifiesto del naciente movimiento sionista, si bien éste ha sido criticado por algunos autores de explotar la religión con fines políticos22.


A fines del siglo XIX comenzaron los primeros pasos del movimiento sionista con las iniciales migraciones judías a Palestina, que fueron incrementándose en las primeras décadas del siglo XX. Pero la situación de partida resultaba claramente desfavorable para las aspiraciones nacionales sionistas: en la época del Congreso de Basilea (1897) el 95% de la población de Palestina era árabe, la cual además poseía el 99% de la tierra. De esta manera, resultaba inevitable que la desposesión de las propiedades de la mayoría de la población palestina árabe resultara un requisito imprescindible para la creación futura de un Estado judío, que sólo podría emerger mediante la denegación de los derechos de la mayor parte de los habitantes de Palestina, o por medio de la transformación de los judíos en la mayoría de la población de ese territorio a través de una inmigración masiva y/o de la expulsión de un cierto número de palestinos árabes, empleando para ello procedimientos que hoy en día serían tipificados como de “depuración étnica”23. Esta política que iban a seguir los judíos alentó la percepción del sionismo como una especie de movimiento colonial expansionista, lo que iba a provocar en los Estados del Tercer Mundo un sentimiento generalizado de antipatía hacia Israel, y de apoyo a la causa árabe24.


Durante el período del Mandato británico (1922-1948) se moldeó la sociedad judía de Palestina o Yishuv, organizándose como una estructura paraestatal, con el Histadrut, o Federación del Trabajo; con la Agencia Judía, que representaba en el exterior los intereses de la colectividad judía de Palestina y organizaba la inmigración y los asentamientos; con una Asamblea electa, la Knéset; con un órgano ejecutivo, el Va´ad Leumi, etc25. La organización judía en Palestina gestionaba con eficacia: era capaz de imponer y recaudar sus propios impuestos, organizar un ejército, representar sus intereses en el ámbito internacional, gestionar servicios educativos y culturales, o diseñar sus propias políticas económicas y sociales. También se estableció un floreciente sistema bancario judío y un régimen de asentamientos agrícolas colectivos, los kibbutzim, implantado por los sionistas laboristas. De hecho, la sociedad judía se desarrolló a imagen de los modelos políticos occidentales, con clara influencia del sistema inglés26. Además, durante el Mandato británico la población judía de Palestina creció de 60.000 a más de 650.000 personas, si bien continuaba siendo claramente minoritaria incluso en 1948, después de varias décadas de inmigración masiva.


Seis meses después de la Resolución 181 (II) de la Asamblea General de Naciones Unidas, los miembros del Consejo de Estado provisional, como representante de la comunidad judía de Palestina y del Movimiento Sionista, proclamaron solemnemente el 14 de mayo de 1948 el establecimiento del Estado de Israel en la tierra palestina27. Al día siguiente, la autoridad administradora –el Alto Comisionado británico– partió de ese territorio, dando de esta manera por oficialmente terminado el Mandato colonial. Y la realidad del Estado hebreo contó desde sus albores con el decidido apoyo de Estados Unidos, debido en gran parte a la presión ejercida por la poderosa minoría judía norteamericana.


Las bases jurídicas de la creación del Estado independiente de Israel se encontraban en tres documentos consecutivos: la Declaración Balfour de 1917, el Mandato sobre Palestina concedido por la Sociedad de Naciones al Reino Unido en 1922 y, sobre todo, la Resolución 181 (II) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 1947. Pero la legitimación jurídica de los títulos exhibidos ha sido discutida por algunos autores28, lo que va a ser analizado aquí en detalle:


1) En primer lugar, por medio de una carta dirigida por el entonces Ministro de Asuntos Exteriores británico, A.J. BALFOUR, al Barón L.W. ROTHSCHILD el 2 de noviembre de 1917, se le comunicaba la siguiente declaración de simpatía en nombre del Gobierno británico,


“el Gobierno de su Majestad considera favorablemente el establecimiento en Palestina de un hogar nacional para el pueblo judío, y empleará todos sus esfuerzos para facilitar la realización de tal objetivo, quedando claramente entendido que nada se hará que pueda perjudicar los derechos civiles y religiosos de las comunidades no judías existentes en Palestina o los derechos y el status político de que gozan los judíos en otro país”.


Pero esta Declaración Balfour no puede esgrimirse como fundamento jurídico suficiente en Derecho internacional, por varios motivos:


a) En ella, Reino Unido parecía comprometer su voluntad a disponer de un territorio sobre el que, en el momento de emisión de la Declaración, noviembre de 1917, no tenía vínculo jurídico ni poder de disposición alguno, ya que entonces ese territorio estaba bajo la administración del Imperio Otomano. E incluso cuando en 1922 se concedió al Reino Unido el Mandato sobre Palestina, tampoco se le otorgó ningún título de soberanía territorial, pues su función como mandatario se circunscribía a desarrollar la tutela temporal de dicho pueblo con el fin de capacitarle para dirigirse por sí mismo (art. 22.1 y 2 del Pacto de la Sociedad de Naciones).


b) El Gobierno británico estaba dirigiéndose, como destinatario de su compromiso, a un ciudadano británico que no representaba oficialmente a la comunidad judía y que, por tanto, no tenía legitimación alguna en Derecho internacional para reclamar el cumplimiento de tal promesa.


c) En esa carta se estaba ignorando la voluntad política de la mayor parte de la población de Palestina: es cierto que en la citada Declaración Balfour se decía respetar los derechos civiles y religiosos de las comunidades no judías, pero se omitía toda referencia a sus derechos políticos, en especial el de su libre determinación como pueblo mayoritario que ejerce el título de soberanía sobre el territorio palestino. De hecho, esta población nunca fue consultada como tal sobre su voluntad de crear un Estado/nación.


Por tanto, la Declaración Balfour era contraria a los derechos legítimos del pueblo palestino mayoritariamente árabe. A pesar de ello, diversas potencias occidentales, como Reino Unido y Estados Unidos, la consideraron legítima y vinculante, así como algunos autores: así, por ejemplo, N. FEINBERG ha considerado que la Declaración Balfour fue un acto unilateral, con plena validez como fuente de obligaciones jurídicas internacionales para el Estado emisor del acto, incluso aunque el destinatario de esta Declaración fuese en este caso un pueblo –el judío– y no un Estado, citando en apoyo de su posición tanto el artículo 80 de la Carta de las Naciones Unidas –un pueblo también puede ser sujeto y recipiendario de derechos internacionales–, como la jurisprudencia asentada por la Corte Internacional de Justicia con respecto al valor jurídico de los actos unilaterales en su sentencia de 1933 en el asunto del Estatuto jurídico de Groenlandia Oriental29. En nuestra opinión, sin embargo, el valor jurídico de esta Declaración es nulo, pues en su virtud Reino Unido pretendía disponer de un territorio sobre el que carecía de cualquier título jurídico soberano, ya que sólo el pueblo palestino allí residente tenía el derecho a disponer de su destino. Además, tampoco esa Declaración puede considerarse formalmente como un tratado internacional, pues ese no era su propósito y el destinatario de la carta no era un sujeto de Derecho internacional, sino solamente un ciudadano británico que no representaba oficialmente al pueblo judío residente en Palestina30. Asimismo, puede calificarse dicha Declaración ambivalente como una acción política británica incoherente y errática pues, con ella, Reino Unido estaba aceptando una obligación dual divergente, como era por una parte el establecimiento de un hogar nacional judío en Palestina, y con tal propósito facilitar la inmigración judía al territorio, y por la otra, la salvaguardia de los derechos civiles y religiosos de la población autóctona31.


2. El Mandato sobre Palestina, otorgado por la Sociedad de Naciones a Gran Bretaña el 24 de julio de 1922, señalaba en su artículo 2 que


“El Mandatario asumirá la responsabilidad de establecer en el país un estado de cosas político, administrativo y económico cuya naturaleza asegure el establecimiento del hogar nacional judío, como está previsto en su preámbulo, y que asegure igualmente el desarrollo de instituciones de libre gobierno, así como la salvaguardia de los derechos civiles y religiosos de todos los habitantes de Palestina, cualquiera que sea la raza o la religión a que pertenezcan”.


En esta ocasión, vuelve a reconocerse la responsabilidad británica de garantizar el establecimiento de un hogar nacional judío en Palestina32, otorgando de esta manera a la Potencia mandataria un derecho de disposición que no le correspondía sobre un territorio colonial, y obviando de nuevo los derechos políticos de la mayoría de la población palestina, lo que constituía una evidente vulneración de la letra y el espíritu del artículo 22.4 del propio Pacto de la Sociedad de Naciones, que indicaba lo siguiente:


“Ciertas comunidades, que pertenecieron en otro tiempo al Imperio otomano, han alcanzado un grado de desarrollo tal, que su existencia como naciones independientes puede ser reconocida provisionalmente a condición de que los consejos y ayuda de un Mandatario guíen su administración hasta el momento en que sean capaces de dirigirse por sí mismas. Para la elección de Mandatario se tendrán en cuenta, en primer término, los deseos de dichas comunidades”.


Y si esta cláusula del Pacto consagra, tal como creemos, la soberanía territorial del pueblo palestino y reconoce su derecho a convertirse en una nación independiente, debe deducirse entonces que tanto la Declaración Balfour como el Mandato británico resultan incompatibles con el Pacto de la Sociedad de Naciones y, por tanto, sus compromisos y obligaciones quedaban derogados y sin valor jurídico, de acuerdo con el artículo 20 del citado Pacto, cuando indicaba lo siguiente:


“1. Los Miembros de la Sociedad reconocen, cada uno en lo que le concierne, que el presente Pacto abroga todas las obligaciones o acuerdos inter se incompatibles con sus términos y se comprometen solemnemente a no contraerlos en el futuro.


2. Si, antes de su entrada en la Sociedad, un Miembro ha asumido obligaciones incompatibles con los términos del Pacto, debe tomar medidas inmediatas para liberarse de esas obligaciones”.


Según MASSALHA, el Pacto de la Sociedad de Naciones consideraba a la población de los territorios bajo mandato como futuras naciones eventuales en las que su independencia se encontraba suspendida de forma provisional. Por añadidura, los términos del mandato no significan cesión del territorio ni transferencia de soberanía en beneficio de la Potencia mandataria, e incluso en este caso los deseos árabes de convertirse en un Estado palestino independiente fueron reconocidos como legítimos por la Potencia mandataria británica, si bien no se materializó cómo concretarlos33.


3. La Resolución 181 (II) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 29 de noviembre de 1947, siempre ha sido considerada por Israel como el principal fundamento jurídico internacional de su creación como Estado soberano. Esta Resolución consagra la terminación del Mandato británico sobre Palestina antes del 1 de agosto de 1948, así como la partición del territorio en dos Estados independientes y soberanos, uno árabe y otro judío, con una unión económica entre ambos34. Igualmente, se preveía un estatuto internacional especial para la ciudad de Jerusalén, bajo administración de las Naciones Unidas, a ser ejercida en concreto por su Consejo de Administración Fiduciaria35.


A este respecto, lo más lógico hubiera sido colocar el territorio de Palestina bajo el régimen internacional de administración fiduciaria previsto en el Capítulo XII de la Carta de las Naciones Unidas, pues se encontraba bajo Mandato británico y, según el tenor literal del artículo 77.1 de la citada Carta,


“1. El régimen de administración fiduciaria se aplicará a los territorios de las siguientes categorías que se colocaren bajo dicho régimen por medio de los correspondientes acuerdos:


a. territorios actualmente bajo mandato”.


Asimismo, puede ser discutida la validez de la Resolución 181 (II), porque disponer de un territorio no autónomo sin tener en cuenta la voluntad y los derechos de la mayoría de sus habitantes vulnera los artículos 73 y 80 de la propia Carta de las Naciones Unidas36. Por consiguiente, la Resolución 181 (II) de la Asamblea General no era coherente con el propio tratado constitutivo de las Naciones Unidas ni con el ordenamiento jurídico internacional, pues el principio de libre determinación reconoce el derecho de todos los pueblos, incluido el palestino, a ver respetada su unidad nacional y la integridad de su territorio, lo que debería impedir que parte del mismo pudiera ser segregado para la creación de un Estado judío. Por añadidura, la Resolución 181 (II) otorgó la mayor –y más productiva– parte del territorio de Palestina a la entonces minoritaria población judía37. En efecto, el pueblo de Palestina era en 1948 un 74% árabe y un 26% judío, pero de acuerdo con el diseño realizado en el Plan de Partición sobre las fronteras previstas para los dos Estados, la minoría judía –que representaba en 1947 menos de un tercio de la población total de Palestina– iba a recibir el 57% del territorio del antiguo Mandato, mientras que sólo el 43% restante se otorgaría al eventual Estado árabe, lo que significaba una evidente discriminación favorable a la minoría hebrea y perjudicial para los intereses de la mayor parte de la población –árabe– del territorio38. Aún más, al finalizar la primera guerra árabe-israelí en 1949, el Estado judío ocupaba ya el 80% del territorio de Palestina, y muchos residentes originarios árabes (unos 800.000) fueron expulsados de su patria sin que nunca se les permitiese el retorno, además de los miles de ellos que fueron asesinados. Esto ha llevado a alguna doctrina a afirmar que el Estado hebreo se edificó sobre una ilegitimidad inherente en un triple sentido: usurpación del poder político, apoderamiento del territorio y carencia de base legal en Derecho internacional para su proclamación como Estado39.


Pero la evidencia actual de la sólida existencia y funcionamiento del Estado de Israel debe llevar a una visión más realista del conflicto. Tras la Resolución 181 (II), el Reino Unido decidió dar por terminado su Mandato sobre Palestina en mayo de 1948, y el día 14 de ese mes fue proclamado el Estado de Israel, acontecimiento que provocó de inmediato el rechazo de la nueva entidad estatal por los países árabes vecinos y su intervención militar, enviando a la zona tropas regulares bajo control palestino, en lo que se conoce como la primera guerra árabe-israelí40. Debe tenerse en cuenta la Asamblea General abordó en 1947 la cuestión palestina junto con el asunto de los refugiados judíos europeos. Los palestinos árabes combatían de esta manera un plan de división que consolidaba un “ilegítimo” nexo causal entre la persecución que habían sufrido años atrás los judíos en Europa, de la cual los palestinos no eran en absoluto responsables, y la amputación del territorio de Palestina en beneficio de los anteriormente perseguidos.


En diciembre de 1947 los líderes de la comunidad árabe palestina y los gobiernos de los Estados vecinos ya habían decidido establecer una fuerza militar árabe voluntaria, conocida como el Ejército Árabe de Liberación, que debía infiltrarse en Palestina para prevenir la creación de un Estado judío en esa área geográfica41. En el otro lado, las fuerzas armadas israelíes se habían nutrido con los antiguos grupos paramilitares y guerrilleros hebreos que habían actuado durante la época colonial británica, y además contaban desde el comienzo con la asistencia militar estadounidense, por lo que disponían de un entrenamiento apropiado, adecuado equipamiento y armamento moderno. Por el contrario, las fuerzas palestinas tenían un número limitado de efectivos con armamento obsoleto y, sobre todo, carecían de una organización política estructurada –la OLP no surgió hasta algunos años después–. De esta manera, puede decirse que el ejército judío era más numeroso y estaba mejor preparado que las fuerzas militares árabes con las que se enfrentó42. En consecuencia, el recién surgido Estado israelí no sólo sobrevivió a la ofensiva emprendida por cuatro países enemigos árabes, sino que además logró ocupar la mayor parte del territorio de la Palestina del Mandato, más allá de los límites previstos para el Estado judío en el Plan de Partición de la Resolución 181 (II) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, vulnerando de esta manera lo establecido por la propia Organización universal.


La primera guerra árabe-israelí concluyó con la firma en 1949 de cuatro acuerdos bilaterales de armisticio por parte de Israel y cada uno de sus adversarios árabes –Egipto, Líbano, Transjordania y Siria–, disponiendo el establecimiento de cuatro comisiones mixtas de verificación del cumplimiento de tales acuerdos concertados43. Los habitantes palestinos árabes sufrieron la peor suerte: una parte muy considerable de su población se vio desalojada de forma forzosa de sus viviendas y tierras por Israel, convirtiéndose de esta manera en refugiados, muchos de los cuales nunca volverían; la ciudadanía y el pasaporte palestinos, reconocidos desde 1925, dejaron de existir; incluso esos territorios perdieron sus originarios nombres árabes para ser denominados de otra forma. Asimismo, Egipto se instaló en la Franja de Gaza, y Transjordania asumió la administración de Cisjordania y de la parte antigua de Jerusalén. En definitiva, desde la guerra de 1948 se institucionalizaron y enquistaron los aspectos esenciales de la disputa árabe-israelí44.


La Asamblea General de las Naciones Unidas designó en mayo de 1948 a un Mediador internacional suyo para vigilar la observancia del cese del fuego tras esa primera contienda bélica45. Las recomendaciones de dicho Mediador convencieron a la Asamblea General para establecer, por medio de su Resolución 194 (III), de 11 de diciembre de 1948, una Comisión de Conciliación para Palestina, compuesta por Estados Unidos, Francia y Turquía. Los Estados árabes, al no reconocer a Israel, no estaban dispuestos a negociar directamente con el Estado hebreo, pero sí colaboraron con la Comisión de Conciliación de Naciones Unidas para que se facilitase el retorno de los refugiados y la retirada israelí a los límites fijados en el Plan de Partición de la Asamblea General de las Naciones Unidas –Resolución 181 (II)–. Con este objeto, la Comisión de Conciliación organizó en mayo de 1949 una conferencia internacional mediante negociaciones separadas con ambas partes, que culminó con la firma de dos Protocolos suscritos por separado por la Comisión con los Estados árabes y con Israel46. En estos Protocolos las partes acordaron conversar acerca de la cuestión palestina sobre la base de los límites señalados por el Plan de Partición. También los firmantes se comprometieron de nuevo a instaurar un Estado árabe palestino con base en la Resolución 181 (II) de la Asamblea General, si bien Israel formuló determinadas reservas. Con posterioridad, la Comisión de Conciliación convocó en 1951 una nueva conferencia, que no logró resultados positivos. La posición israelí insistía en pactar sobre la base de las líneas de armisticio de 1948 y 1949, y no sobre la Resolución 181 (II) de partición. Ciertamente, tanto los países árabes como Israel rechazaron las propuestas de la Comisión de Conciliación de la ONU, y el fracaso de estas conferencias marcó el final definitivo de los intentos de las Naciones Unidas para que se llevara a efecto la división de Palestina47. Israel sería admitido como Estado miembro de la Organización de las Naciones Unidas el 11 de mayo de 1949 –Resolución 273 (III) de la Asamblea General-48.


En la guerra de 1948 se habían destruido o despoblado más de 400 pueblos palestinos, 725.000 árabes habían abandonado sus hogares, refugiándose en los países vecinos, y tan sólo 156.000 habitantes árabes se mantenían en el territorio del autoproclamado Estado hebreo, convirtiéndose de esta manera y de repente en un minoritario 20% de la población de ese nuevo Estado. Al mismo tiempo, en el momento de la independencia de Israel a mediados de 1948, existían 650.000 judíos en Palestina, por lo que queda claro que sin la deportación masiva de árabes palestinos no hubiera sido posible la constitución de un Estado judío estable en dicho territorio49. Para demostrar la sistemática política hebrea expropiatoria basta mencionar que el Estado de Israel adoptó de inmediato un conjunto de medidas legislativas para bloquear cualquier posible retorno de los palestinos refugiados de la guerra de 1948 a sus tierras y viviendas: así, la Orden de las Áreas Abandonadas de 1948, el Reglamento de Emergencia sobre Cultivo de Tierras Baldías de 194950, o la Ley de la Propiedad de Personas Ausentes de 195051 sirvieron para otorgar base jurídica a las expropiaciones masivas de los terrenos y propiedades de los anteriores pobladores árabes del territorio52. Además, las Leyes de Retorno de 1950 y de Ciudadanía de 1952 garantizaron a todos los judíos de cualquier parte del mundo el derecho automático a emigrar a Israel y convertirse en ciudadanos israelíes, mientras esa legislación hebrea denegaba esa misma posibilidad a los cientos de miles de palestinos que se habían visto obligados a abandonar su propio territorio en 194853.


Precisamente para poder abordar este problema emergente, la ONU estableció en diciembre de 1949 el Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina en el Cercano Oriente (OOPS) –también conocido como la Agencia de Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina en Oriente Próximo (UNRWA, por sus siglas en inglés)–, para aportar asistencia de emergencia a los miles de refugiados palestinos causados por la primera guerra árabe-israelí, y con respecto a los cuales la Resolución 194 (III) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 11 de diciembre de 1948, aceptaba el derecho de retorno a su tierra54. Como ya se ha indicado, la mencionada Ley de Retorno, de 1950 –más tarde enmendada en 1954 y 1970– otorgaba la ciudadanía israelí a toda persona de religión judía que llegase al territorio, sin exigirle ningún período previo de residencia, fomentando de esta manera la inmigración masiva de los judíos hacia Palestina55. Israel carece de Constitución escrita, y se rige por un conjunto de Leyes Fundamentales aprobadas a lo largo del tiempo, que configuran el sistema constitucional de ese país, consagrando una discriminación institucional basada en la religión y el origen étnico, lo que supone vulnerar la Resolución 181 (II) de la Asamblea General de la ONU, piedra angular del nacimiento del propio Estado de Israel56. Así, por ejemplo, su última ley Fundamental, aprobada en 2018, se titula “Ley Fundamental: Israel como el Estado-nación del pueblo judío” –conocida como la Ley del Estado-nación, o de Nacionalidad–, define a Israel como el Estado-nación del pueblo judío, en el cual ejerce su derecho a la autodeterminación nacional, lo que es un derecho exclusivo del pueblo judío en el Estado de Israel; así, se excluye a cualquier otro grupo.


Con respecto a la política anexionista hebrea en los territorios ocupados, en particular en Jerusalén, esta no solamente ha sido firmemente condenada de forma reiterada por las distintas instancias políticas de las Naciones Unidas –el Consejo de Seguridad y la Asamblea General–, sino también por la comunidad internacional en su conjunto: en concreto, los Estados que mantienen relaciones diplomáticas con Israel se han negado por lo general a trasladar sus embajadas a Jerusalén, a pesar de la aprobación en 1980 por el Parlamento israelí de la “Ley Fundamental: Jerusalén Capital de Israel” –conocida como Ley de Jerusalén–, que proclamaba la anexión oficial de la ciudad entera y unificada al Estado hebreo57.


Con posterioridad, las contiendas árabe-israelíes de 1956 y 1967 ayudaron a destacar el carácter expansionista del nacionalismo hebreo, pues ambas guerras en realidad fueron dos agresiones israelíes que no podían quedar justificadas por la alegación de un pretendido derecho de legítima defensa “preventiva”, que no está admitido en el Derecho internacional contemporáneo. En efecto, la doctrina internacionalista ha discutido sobre la validez de la denominada legítima defensa preventiva, invocada ante el temor fundado de una agresión inminente que todavía no se ha concretado en un ataque armado. Recordemos el tenor literal del artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas, que recoge la excepción de la legítima defensa a la prohibición general del uso o amenaza de la fuerza armada en las relaciones internacionales:


“Ninguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un Miembro de las Naciones Unidas, hasta tanto que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y la seguridad internacionales. Las medidas tomadas por los Miembros en ejercicio del derecho de legítima defensa serán comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectarán en manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer en cualquier momento la acción que estime necesaria con el fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales.”


Ciertos autores han deducido de la literalidad del término “derecho inmanente de legítima defensa” que dicho derecho de base consuetudinaria preexistiría a la propia Carta de las Naciones Unidas, y que no habría sido derogado por el Derecho internacional contemporáneo, fundamentándose aquél en normas consuetudinarias anteriores que permitirían la legítima defensa preventiva58. Pero la opinión doctrinal generalizada no encuentra justificación a la pretendida legítima defensa preventiva, pues “se estaría abriendo la puerta a calificaciones arbitrarias de los Estados para legitimar el uso de la fuerza ante un ataque todavía inexistente, con el riesgo que ello entrañaría para la paz y la seguridad internacionales, y, al mismo tiempo, quedaría soslayada por completo la función de control de uso de la fuerza que corresponde al Consejo de Seguridad en el contexto del art. 51 de la Carta”59. En el Derecho internacional actual, “la legitimidad del uso de la fuerza en defensa propia cobra sentido, precisamente, cuando se prohíbe el uso de la fuerza”60 y, por ello, es exigible un ataque armado previo para que se suscite tal derecho a la legítima defensa. No obstante, es posible que, tal y como apuntaba CASSESE, esté emergiendo una cierta conciencia de que el artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas no prohíbe una especie de legítima defensa anticipada siempre que se encuentre delimitada por dos criterios:


1) una sólida y consistente evidencia de la inminencia de un ataque armado en gran escala; y,


2) que no sea posible utilizar ningún medio pacífico para prevenir tal ataque, ya porque resultaran inútiles debido a las circunstancias particulares del caso, ya porque hayan sido agotados, ya por falta de tiempo para recurrir a ellos61. Pero como el propio CASSESE reconocía, el riesgo de abuso es tan grande que conviene limitar todo lo posible la facultad excepcional que permite el artículo 51 con respecto al uso de la fuerza en defensa propia62. Así, por ejemplo, Naciones Unidas no reconoció validez a la pretendida legítima defensa preventiva, al condenar a Israel por el ataque aéreo que aviones de combate de ese país llevaron a cabo en junio de 1981 contra el reactor nuclear de Osiraq, situado en territorio iraquí –Resoluciones 487 (1981) del Consejo de Seguridad, y 36/27 de la Asamblea General-63. Además, la Corte Internacional de Justicia, en su sentencia de 27 de junio de 1986 en el caso relativo a las Actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra ella (Nicaragua c. Estados Unidos), señaló que la legítima defensa (en ese caso como norma de base consuetudinaria) “no puede ser ejercida más que si el Estado interesado ha sido víctima de un ataque armado”64.


Con respecto a las contiendas bélicas árabe-israelíes de 1956 y 1967, en octubre de 1956 Reino Unido, Israel y Francia invadieron de forma previamente coordinada parte del territorio de Egipto para forzarle a desistir de la nacionalización del Canal de Suez y para detener los ataques de los guerrilleros palestinos en Israel65. Meses antes, el 26 de julio de 1956, Egipto había proclamado la nacionalización de la Compañía del Canal de Suez, encomendando a una autoridad egipcia la administración del mismo66. Sobre la acción militar de octubre de 1956, R. BERMEJO GARCÍA consideraba que Israel actuó en legítima defensa ante ciertas acciones egipcias previas, como el cierre en 1951 del Canal de Suez a la navegación hebrea, el bloqueo del Golfo de Aqaba y la clausura del Estrecho de Tiran al paso de barcos y aviones de pabellón israelí en 1956, así como el apoyo a los continuos asaltos guerrilleros palestinos perpetrados en territorio israelí67. Evidentemente, estas actuaciones egipcias no podían considerarse amistosas hacia Israel, pero este podía haber reaccionado con recursos pacíficos: podía haber llamado la atención de Naciones Unidas con el fin de que una comisión de investigación aclarase si Egipto había cometido un ilícito internacional, y reclamar en su caso la responsabilidad internacional egipcia; también podía poner en marcha ciertos mecanismos de autoprotección admitidos en Derecho internacional, esto es, contramedidas o represalias no armadas. Pero Israel reaccionó usando la fuerza armada de forma unilateral, en clara violación del acuerdo de armisticio egipcio-israelí de 194968, no para desbloquear el Golfo de Aqaba o el Estrecho de Tiran, sino para invadir la Península del Sinaí con dirección a los centros urbanos e industriales más importantes de Egipto y al Canal de Suez. La nacionalización egipcia de este Canal de Suez había expropiado su explotación y gestión a una empresa denominada Compañía Universal del Canal de Suez, controlada por accionistas franceses y británicos, cuyos Gobiernos enviaron el mismo día del ataque israelí un ultimátum a las partes en el conflicto para que detuviesen el fuego, y permitiesen la entrada en territorio egipcio de una fuerza armada franco-británica, con la excusa de que sería enviada para la protección de la navegación internacional por el Canal de Suez. En cualquier caso, dicha vía de agua fue bloqueada por Egipto al hundir varios barcos en el mismo Canal, inutilizándolo así para la navegación. Como es conocido, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas no pudo adoptar ninguna decisión por causa del veto franco-británico, y su Asamblea General se reunió y estableció una operación de mantenimiento de la paz, la Fuerza de Emergencia de las Naciones Unidas (UNEF I) –Resoluciones 998 (ES-I) y 1000 (ES-I), de 4 y 5 de noviembre de 1956 respectivamente–.


Por lo que respecta a la guerra árabe-israelí de junio de 1967, las fuerzas armadas hebreas atacaron entonces Jordania, Siria y Egipto, conquistando diversos territorios árabes –Altos del Golán, Jerusalén Este, Cisjordania, la Franja de Gaza y la Península del Sinaí–. La justificación avanzada por el Gobierno hebreo de haber actuado en legítima defensa preventiva se argumentó en la previa concentración del ejército egipcio efectuada en mayo de 1967 cerca de su frontera septentrional con Israel, así como en la solicitud egipcia para que los cascos azules de la Fuerza de Emergencia de las Naciones Unidas (UNEF I) se retirasen de dicho límite fronterizo internacional69. Los argumentos doctrinales favorables a la legalidad de la acción militar israelí se basan en determinados factores que mostraban una situación de alto peligro para la existencia del Estado judío: fuertes concentraciones de tropas emprendidas por los tres Estados árabes cerca de sus fronteras con Israel, aunque todavía en su territorio; cierres del Golfo de Aqaba y del Estrecho de Tiran a la navegación de los buques hebreos, decretados por el Gobierno egipcio; sucesivas declaraciones belicosas y hostiles al Estado israelí, formuladas por diversos dirigentes árabes; infiltraciones de grupos armados en territorio de Israel; retirada de los cascos azules de la UNEF I de la frontera egipcio-israelí por petición de las autoridades egipcias70; y la inoperancia en esos momentos del sistema de seguridad colectiva de la ONU, pues su Consejo de Seguridad fue incapaz de adoptar ninguna medida previa a la ruptura de las hostilidades. Y así, algunos autores han calificado la acción israelí como de legítima defensa, efectuada de acuerdo con los principios de necesidad y proporcionalidad71. Sin embargo, esta posición doctrinal no parece correcta porque, como ya ha sido apuntado, la posible responsabilidad internacional que, en su caso, pudiera corresponder a los Estados árabes como consecuencia de los hechos mencionados no puede justificar la agresión militar contra el territorio de esos países; ninguno de los factores señalados puede considerarse como un ataque armado previo contra Israel que le permitiera legitimar una acción bélica de supuesta autodefensa. Además, diversos dirigentes militares y políticos israelíes han reconocido con posterioridad que el Estado hebreo no esperaba en realidad ataque armado alguno, ni por parte de Egipto ni por ningún otro país árabe, por lo que el ataque israelí constituyó una auténtica agresión72. Pero incluso aunque hubiera actuado en legítima defensa, lo que nos resistimos a creer, Israel no tendría título válido alguno para retener los territorios ocupados en 1967, por mucho que alegue razones de necesidad defensiva con respecto a sus vecinos árabes73. No obstante, no han faltado autores que han justificado el mantenimiento de la ocupación hebrea en otras motivaciones: así, se ha dicho que Israel podría retener dichos territorios, ya que los mismos no cuentan con un soberano anterior74, o porque no existe un acuerdo global de paz entre Israel y los Estados árabes75. Pero estos argumentos no son sólidos, pues la incertidumbre sobre la soberanía no aporta ningún fundamento jurídico para retener el dominio sobre territorios ocupados por la fuerza, máxime cuando los habita un pueblo con derecho a ejercer su libre determinación, como es en este caso el pueblo palestino. Tampoco es de recibo alentar la conservación de las conquistas territoriales adquiridas por la fuerza mientras no se haya firmado un tratado de paz específico, porque tal excusa permitiría a cualquier agresor perpetuar ad eternum sus conquistas territoriales.


Ciertamente, la posición del Consejo de Seguridad al comienzo no fue demasiado explícita, ya que sus Resoluciones 233 (1967), 234 (1967) y 235 (1967), de 6, 7 y 9 de junio de 1967 respectivamente, sólo exigían la cesación inmediata del fuego, y su posterior Resolución 242 (1967), de 22 de noviembre de ese año, que instaba a Israel a retirarse de los territorios ocupados, vinculaba tal retiro al logro de un acuerdo general de paz con sus vecinos árabes; pero ya en 1980 el Consejo de Seguridad solicitaba la retirada hebrea incondicional –Resoluciones 471 (1980) de 5 de junio de 1980, punto dispositivo 6; y 476 (1980) de 30 de junio de 1980, punto operativo 1–. Por su parte, la Asamblea General de la Organización universal se comportó de la misma forma timorata en un primer momento, y al comienzo se limitó a solicitar a los Estados y organizaciones internacionales la asistencia humanitaria en favor de los afectados por la guerra –Resolución 2252 (ES-V), de 4 de julio de 1967–, y a Israel que se abstuviese de toda política que pudiese modificar la condición de Jerusalén –Resoluciones 2253 (ES-V) de 4 de julio de 1967, y 2254 (ES-V) de 14 de julio de 1967–, pero sin llegar a pedirle claramente que se retirase de los territorios árabes ocupados, solicitud que no formularía hasta algún tiempo después76.


Por ello, se ha acusado a las Naciones Unidas en ocasiones de reaccionar demasiado tarde y de forma incorrecta ante las crisis internacionales, incluida la Guerra de los Seis Días, puesto que esta contienda se desarrolló en junio de 1967, y el Consejo de Seguridad de la ONU no emitió la Resolución 242 (1967) hasta noviembre de ese año, y aún en ella no se condena a ninguno de los Estados participantes en la contienda77. En esta Resolución 242 (1967) se establece, inter alia, “la inadmisibilidad de la adquisición de territorio mediante la guerra y la necesidad de trabajar por una paz justa y duradera en la que cada Estado de esta región pueda vivir en paz y seguridad”. La primera de estas premisas, el no reconocimiento internacional de ninguna adquisición territorial alcanzada por medio de la fuerza, constituye una consecuencia lógica de la norma imperativa de Derecho internacional general que prohíbe el uso o amenaza de la fuerza armada en las relaciones internacionales, partiendo de la doctrina STIMSON y habiendo sido reiterada en numerosas ocasiones por la comunidad internacional, como por ejemplo en la Definición de la Agresión –Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 14 de diciembre de 1974–.


Asimismo, si la conquista militar israelí hubiese dado origen a un tratado de cesión territorial, habría que sostener la nulidad de dicho tratado, por considerarse opuesto a la prohibición de la amenaza o uso de la fuerza, esto es, a una norma imperativa de Derecho internacional general (art.53 de la Convención de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados), y además por haberse obtenido la cesión del territorio mediante la coacción del Estado cedente (art.52 de la misma Convención). Por consiguiente, el Consejo de Seguridad declaró nulas e ineficaces las conquistas territoriales obtenidas por Israel como resultado de su victoria en la Guerra de los Seis Días, entre ellas Jerusalén Este, Gaza y Cisjordania –Resolución 242 (1967), de 22 de noviembre de 1967–, solicitando la retirada de las fuerzas armadas hebreas de los territorios ocupados en el citado conflicto. No obstante, en el ámbito de las relaciones internacionales la triste realidad está en demasiadas ocasiones muy alejada de la teoría normativa internacional, y la adquisición de territorios por la fuerza sigue siendo uno de los medios empleados, a pesar del juicio de ilicitud que conlleva78.


En la Resolución 242 (1967) ya se encontraba implícito el principio “paz por territorios” para la solución de la controversia árabe-israelí, y en ella se plasma el marco general del conflicto en Oriente Medio, al solicitar el “cese de todas las declaraciones de beligerancia, y respeto y reconocimiento de la soberanía, la integridad territorial y la independencia política de cada Estado en la región y de su derecho a vivir en paz dentro de fronteras seguras y reconocidas, libres de amenazas o actos de fuerza”79. Por consiguiente, esta Resolución 242 (1967) del Consejo de Seguridad tiene gran relevancia porque definió los principios generales en los que debía basarse una paz justa y duradera en Oriente Medio:


1. Retirada de las fuerzas armadas de Israel de los territorios ocupados en la guerra de 1967;


2. Terminación de todas las reclamaciones o situaciones de beligerancia;


3. Respeto y reconocimiento de la soberanía, integridad territorial e independencia política de todos los Estados de la región, así como de su derecho de existencia pacífica con fronteras seguras, reconocidas y libres de amenazas o actos de fuerza, mediante medidas que incluyan el establecimiento de zonas desmilitarizadas;


4. Necesidad de garantizar la libertad de navegación a través de las vías de agua internacionales de la zona; y,


5. Trascendencia del eventual logro de un arreglo justo para el problema de los refugiados.


Asimismo, esta Resolución 242 del Consejo de Seguridad solicitaba al Secretario General que designase un Representante Especial para ayudar en los esfuerzos negociadores efectuados en Oriente Medio. Y desde entonces se han manejado los mismos criterios básicos en todos los sucesivos intentos de mediación y de solución en el conflicto árabe-israelí. Pero dicha Resolución no recogía el derecho de autodeterminación del pueblo palestino, lo que –a juicio de algún autor– significaba que el Consejo de Seguridad estaba reconociendo que los árabes palestinos ejercerían de facto su derecho a la libre determinación mediante su incorporación al Reino de Jordania80. En cambio, otros autores opinan lo contrario por varios motivos: la Resolución 242 (1967) fue adoptada como una recomendación en virtud del Capítulo VI de la Carta de las Naciones Unidas, por lo que no se trata de una decisión que vincule a los Estados en virtud del artículo 25 de la citada Carta de Naciones Unidas81: tampoco puede decirse que el texto de la Resolución 242 (1967) pueda servir como base adecuada para el arreglo global de la controversia árabe-israelí, toda vez que se refiere a los palestinos sólo como un mero problema de refugiados. Pero tampoco puede obviarse su valor, al contener la principal enumeración de los criterios básicos para la resolución de este conflicto82.


Con todo, no fue únicamente el Consejo de Seguridad quien estableció los principios precisos para alcanzar la paz en la región, sino que también la Asamblea General, en su Resolución 2628 (XXV) –de 4 de noviembre de 1970–, confirmó la necesidad de la retirada del ejército israelí de los territorios árabes ocupados, la necesaria terminación de todas las situaciones de beligerancia o alegaciones de su existencia, y el requisito del respeto y reconocimiento de la soberanía, integridad territorial e independencia política de todos los Estados de la zona y de su derecho a existir en paz dentro de fronteras seguras y reconocidas. La Asamblea General afirmó asimismo el reconocimiento de los derechos del pueblo palestino como condición indispensable para la consecución de una paz justa y duradera.


La Guerra de los Seis Días transformó radicalmente el statu quo anterior, marcando sin duda un punto de inflexión en la historia contemporánea de Oriente Medio, pues Israel ocupó todo el territorio correspondiente al antiguo mandato colonial de Palestina, y la política seguida desde entonces por la Potencia ocupante ha afectado de una manera tan profunda al pueblo palestino árabe, que en la actualidad la mayor parte del mismo vive en calidad de refugiados, desplazados, apátridas sin identidad política o como residentes civiles en territorios sometidos a ocupación militar. Concretamente, y de los 2,7 millones de personas de origen palestino que residían allí en 1967, casi medio millón de ellas se exiliaron como consecuencia de la Guerra de los Seis Días, por lo que el número total de refugiados llegó a alcanzar entonces el millón y medio de palestinos83.


Por su parte, ocho Jefes de Estados árabes se reunieron en una Conferencia Cumbre en Jartún entre el 29 de agosto y el 1 de septiembre de 1967, y llegaron a una posición consensuada sobre la política a seguir en el conflicto con Israel84. En la resolución que adoptaron se pedía la continuación de la lucha contra el Estado judío, la creación de un fondo para asistir a las economías de Egipto y Jordania –las más afectadas por la recién terminada Guerra de los Seis Días–, el establecimiento de un boicot petrolífero árabe contra los países occidentales por su ayuda a Israel, y un nuevo acuerdo para terminar la guerra en el Yemen. En concreto, la Conferencia de Jartún sirvió para afirmar la unidad de la posición árabe y de su acción conjunta, así como la necesidad de coordinar y eliminar las diferencias entre ellos (punto 1), y unir sus esfuerzos políticos en los niveles diplomático e interestatal para suprimir los efectos de la agresión israelí de junio de 1967, garantizando a su vez la retirada de las tropas hebreas de los territorios árabes recién ocupados (punto 3). En el apartado 4 de esta resolución se señalaba que, a pesar de la recomendación de la Conferencia de los Ministros árabes de Finanzas, Economía y Petróleo en el sentido de suspender el suministro de hidrocarburos como arma contra el sionismo, sin embargo la Conferencia de Jartún había decidido reanudar la extracción de petróleo, al conceptuarlo como un recurso positivo utilizable al servicio de los propósitos árabes. Esto significaba que los prósperos Estados del Golfo Pérsico, grandes exportadores de petróleo, se comprometían a asistir a Egipto, Jordania y Siria en su recuperación económica tras el desastre de la derrota en la Guerra de los Seis Días. Y de este modo, se aprobó el plan propuesto por Kuwait para establecer un Fondo Árabe de Desarrollo Social y Económico (punto 5). También se acordó adoptar las medidas necesarias para extender la preparación militar frente a cualquier eventualidad (punto 6), y acelerar la supresión de las bases militares extranjeras emplazadas en las naciones árabes (punto 7).


En 1970 se presentó a su vez el denominado Plan Rogers, proyecto de paz que tomaba su nombre del entonces Secretario de Estado norteamericano, basado en la aceptación por Israel, Egipto y Jordania de la Resolución 242 (1967) del Consejo de Seguridad, y que preveía la devolución de los territorios ocupados a cambio del reconocimiento del Estado hebreo; pero seguía considerando el asunto palestino como una mera cuestión de refugiados. Dicho Plan no fue puesto en marcha debido a la intransigencia de las partes enfrentadas85.


En octubre de 1973 se produjo otro enfrentamiento bélico árabe-israelí cuando las fuerzas armadas egipcias y sirias atacaron las posiciones hebreas en la Península del Sinaí y en los Altos del Golán86, y el Consejo de Seguridad reaccionó aprobando el 22 de octubre de ese año la Resolución 338 (1973), en la que se indicaba que, junto al cese del fuego,


“se inicien negociaciones entre las partes interesadas, con los auspicios apropiados, encaminadas al establecimiento de una paz justa y duradera en el Oriente Medio”,


de forma tal que, para llegar a una solución política justa y estable, se convocara una conferencia internacional en calidad de garantía para alcanzar una paz sólida en la región. En realidad, esta Resolución 338 (1973) reenvía a la ya citada Resolución 242 (1967)87, y se celebró en Ginebra los días 21 y 22 de diciembre de 1973 una Conferencia internacional de paz sobre el Oriente Medio, por convocatoria del Secretario General de la ONU, y copresidida por los Estados Unidos y la Unión Soviética, en la que participaron representantes de Egipto, Jordania, Israel y las potencias convocantes88. En su seno, el delegado israelí señaló como objetivo de su país concertar sucesivos tratados de paz con cada uno de sus vecinos árabes, con una delimitación precisa de fronteras seguras y estables. Esta Conferencia no consiguió traducir las conversaciones en decisiones sustantivas, pero sí que impulsó un Grupo militar de trabajo, quien a su vez participó en los acuerdos sobre separación de fuerzas suscritos por Egipto e Israel en enero de 1974 y septiembre de 1975, así como en un convenio similar entre Israel y Siria de mayo de 197489. El cumplimiento de estos tratados iba a ser supervisado por sendas fuerzas de mantenimiento de paz de las Naciones Unidas, la Segunda Fuerza de Emergencia de las Naciones Unidas (UNEF II) en el sector egipcio-israelí –Resolución 340 (1973), de 25 de octubre de 1973–, y la Fuerza de las Naciones Unidas de Observación de la Separación (UNDOF), en los Altos del Golán entre Siria e Israel –Resolución 350 (1974), de 31 de mayo de 1974–.


Inmediatamente después de la guerra árabe-israelí de 1973 los Estados árabes exportadores de petróleo, encabezados por Arabia Saudita, decidieron llevar a cabo un embargo de la venta de petróleo a Estados Unidos, así como un recorte en la producción, en respuesta a la masiva ayuda financiera y militar del Gobierno de Washington al esfuerzo de guerra hebreo, hasta que la comunidad internacional obligara a Israel a devolver los territorios árabes ocupados, boicot al que la mayoría de ellos decidieron poner fin en marzo de 197490. Diversos autores han entendido que este embargo petrolífero árabe de 1973-74, cuyo fin era erosionar el apoyo occidental a Israel, vulneraba el Derecho internacional general, en concreto el principio de no intervención en la jurisdicción doméstica de los Estados, al pretender usar la coerción económica para que otro país se viese obligado a subordinar el ejercicio de sus derechos soberanos en materia de relaciones exteriores. Desde esta perspectiva, dicho embargo petrolífero sería incompatible con el punto 2 de la Declaración sobre la inadmisibilidad de la intervención en los asuntos internos de los Estados y protección de su independencia y soberanía –Resolución 2131 (XX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 21 de diciembre de 1965–, así como con la Declaración sobre los Principios de Derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas –Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, de 24 de octubre de 1970, anexo–, y el artículo 32 de la Carta de los derechos y deberes económicos de los Estados –Resolución 3281 (XXIX) de la Asamblea General, de 12 de diciembre de 1974–, declaraciones recogidas como vemos en resoluciones de la Asamblea General de la ONU, y por tanto no vinculantes per se, pero que sí reflejan la conciencia internacional de la obligatoriedad jurídica de la práctica estatal de abstenerse de intervenir en los asuntos de jurisdicción interna de otros Estados, por lo que constituyen la opinio iuris de una norma consuetudinaria general de Derecho internacional, que además tiene el carácter de norma imperativa, y como tal vinculante para todos los Estados, incluidos los árabes91.


Como ha sido explicado, las sucesivas victorias bélicas de Israel sobre sus enemigos árabes se tradujeron en diversas conquistas territoriales –Península del Sinaí, Franja de Gaza, Cisjordania, parte oriental de Jerusalén, Altos del Golán–, las cuales han seguido ocupadas por el Estado hebreo durante estos años, a pesar de la condena internacional92. Únicamente el Sinaí fue devuelto a la soberanía de Egipto tras la culminación de las negociaciones hebreo-egipcias en los Acuerdos de Camp David, de septiembre de 1978, y el subsiguiente Tratado de Paz entre ambos países, firmado el 26 de marzo de 197993.


Como parte del conflicto árabe-israelí también deben citarse las sucesivas invasiones que el Estado hebreo ha venido perpetrando en territorio libanés en 1978 y 1982 antes del proceso de paz de los años noventa –y de nuevo en 2006 y 2024–, alegando la necesidad de luchar contra las bases guerrilleras de la OLP –y en 2006 y 2024 del grupo paramilitar Hezbolá– situadas en dicho país que hostigaban continuamente a la población del norte de Israel, y aprovechando la inestabilidad de su vecino septentrional, incurso desde 1975 en una dramática guerra civil94. De este modo, y con la coartada de los ataques palestinos contra territorio israelí desde el sur del Líbano, el Estado hebreo ha realizado numerosas incursiones de represalia, llegando a invadir el Líbano en varias ocasiones. En concreto, cuando en marzo de 1978 se produjo la invasión del territorio libanés meridional por las tropas hebreas, las Naciones Unidas reaccionaron con presteza –Resolución 425 (1978) del Consejo de Seguridad, de 19 de marzo de 1978–, instando a Israel a terminar su acción militar y retirarse del Líbano, bajo la atenta supervisión de una operación de mantenimiento de la paz, la Fuerza Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano (UNIFIL)95. Pero la operación de la ONU, a pesar de su despliegue en el sur del Líbano, no ha controlado nunca su zona operativa, debido a la evidente falta de voluntad política de los contendientes; por una parte, las distintas guerrillas palestinas –la OLP hasta 1982, y desde entonces otros grupos guerrilleros musulmanes, como el proiraní Hezbolá– han continuado utilizando dicha región para emplazar sus bases militares, y desde allí hostigar a la población israelí del norte de Galilea. Y, por otra parte, el ejército hebreo nunca se ha retirado totalmente del territorio libanés, manteniendo el control de una zona adyacente a su frontera septentrional, a través de milicias cristianas afines.


En su segunda invasión del Líbano en 1982, las fuerzas militares hebreas llegaron hasta su capital, Beirut96, con el evidente objetivo de eliminar la presencia de la OLP en aquel país; y el ejército israelí se negó a retirarse hasta que los dirigentes y guerrilleros de la central palestina abandonaran el territorio invadido, lo que tuvieron que hacer en el verano de 198297. Algunos meses después, el 17 de mayo de 1983, Israel y el Líbano firmaron un tratado de paz mediante el cual ambas partes confirmaban la terminación del estado de guerra entre ellos, y el mutuo respeto a sus respectivas soberanías, independencia política e integridad territorial; e Israel se comprometía a retirar todas sus fuerzas armadas del Líbano (art.1)98. Con el propósito de garantizar la máxima seguridad a ambos Estados, las partes acordaban instituir y ejecutar ciertos arreglos de seguridad, incluido el establecimiento de la ya mencionada zona de seguridad en el sur del Líbano (art.3 y anexo del tratado). De esta manera, se pretendía legalizar la citada zona de seguridad, que en realidad no hacía más que encubrir una evidente ocupación militar. Por otro lado, cada parte se obligaba a prevenir y evitar la persistencia u organización en su territorio de actividades hostiles o terroristas contra la otra parte, su territorio o población (art.4), tal como deseaba Israel debido a los ataques palestinos que había sufrido en los años anteriores desde las bases guerrilleras localizadas en territorio libanés. Asimismo, ambos contratantes se comprometían a abstenerse de emitir cualquier tipo de propaganda hostil (art.5).


Con todo, este tratado de paz israelo-libanés de 1983 no llegó a entrar en vigor por falta de ratificación, y fue oficialmente anulado por el Gobierno libanés el 5 de marzo de 198499. No obstante, sus cláusulas convencionales que consagraban la mencionada zona de seguridad en el sur del Líbano (art.3) fueron obtenidas gracias a la coacción ejercida por Israel sobre el Estado libanés mediante el uso ilícito de la fuerza armada, materializado en la ocupación militar de su territorio nacional; de ahí que el citado tratado israelo-libanés resultaba nulo en virtud del artículo 52 de la Convención de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados entre Estados. La nulidad de un tratado implica que sus disposiciones carecen de fuerza jurídica ab initio, y debido a la especial gravedad de la causa de nulidad que afecta a este concreto tratado (coacción sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza), la nulidad era en este caso absoluta y total, pues no correspondía tanto a un vicio del consentimiento estatal como a una sanción por la infracción de la prohibición de la amenaza y uso de la fuerza en el ámbito del derecho de los tratados100.


Aunque ninguno de los Estados firmantes de este acuerdo de paz (Israel y el Líbano) eran Partes de la Convención de Viena de 1969 sobre el derecho de los tratados entre Estados, puede considerarse que el artículo 52 de la citada Convención de Viena, al señalar como causa de nulidad de los tratados internacionales la coacción sobre el Estado mediante la amenaza o uso de la fuerza, está declarando una norma de Derecho internacional general de base consuetudinaria que, por tanto, vincula a todos los Estados, sean o no Partes de la Convención de Viena. Esta premisa ha sido reconocida por la Corte Internacional de Justicia en su Sentencia de 2 de febrero de 1973 en el caso de la Jurisdicción en materia de pesquerías –Alemania c. Islandia– (competencia de la Corte), al indicar que


“está implícito en la Carta de las Naciones Unidas y reconocido en el artículo 52 de la Convención de Viena que según el Derecho internacional contemporáneo un acuerdo concluido bajo la amenaza o uso de la fuerza es nulo”101.


En otro ámbito, debe señalarse que, del mismo modo que el territorio controlado por Israel era cada vez mayor, también la población del país hebreo crecía de forma espectacular hasta llegar a los más de 5 millones de personas en 1990, gracias a las cantidades ingentes de emigrantes judíos que habían arribado desde diferentes lugares del mundo; en 2024 la población de Israel ya alcanza los 9,4 millones de habitantes102. A modo de contraste, la población palestina alcanzaba en 1995 los 6,7 millones de personas, pero en su mayoría residían fuera de su tierra: alrededor de 2,3 millones habitaban en Jordania, y 1,3 en los demás Estados árabes. Del resto de palestinos residentes en los países occidentales (388.000), puede decirse que se integraron social y económicamente en aquellos lugares de residencia, de forma que pocos de ellos deseaban volver a Palestina103. Tan solo 1,4 millones de palestinos vivían en Cisjordania –incluida Jerusalén este–, y 700.000 en Gaza en 1990, si bien ya en 2024 la población se había multiplicado, con 3,2 millones de habitantes en Cisjordania y 2,1 millones en Gaza104. Además, la minoría no judía más importante residente en el Estado israelí es precisamente la constituida por los palestinos árabes (casi 2 millones en 2024, el 21,1% de la población del Estado de Israel)105. Indudablemente, el condicionante demográfico va a resultar un componente esencial en cualquier proyecto de arreglo de la cuestión palestina.



3. La formación de la identidad nacional palestina y la Organización para la Liberación de Palestina


Las contrapuestas aspiraciones nacionales sobre el mismo territorio y los continuos enfrentamientos armados fueron dejando entre el pueblo judío y el palestino fuertes sentimientos de enemistad, resentimiento e intransigencia. Así, por ejemplo, la percepción del pueblo hebreo hacia los palestinos no podía ser peor durante muchos años, pues los sucesivos dramas del holocausto nazi y de la guerra de la independencia de 1948 habían dejado en los israelíes sentimientos de desconfianza y odio frente a los árabes en general, y les había generado una fuerte resistencia a las reclamaciones palestinas o de sus vecinos árabes. La posición israelí generalizada se resumía en no considerar a los palestinos como un grupo nacional, sino como un conjunto de refugiados con derecho, eso sí, a ser asistidos por la comunidad internacional106.


Esta fuerte repulsa israelí hacia el pueblo palestino se manifestó con mayor claridad en el régimen jurídico que, desde la ocupación militar de 1967, el Estado judío impuso en los territorios palestinos de Gaza y Cisjordania – incluida Jerusalén este–. Sin embargo, y a pesar de la dispersión sufrida por el pueblo palestino con las sucesivas oleadas de refugiados que abandonaban sus hogares después de cada contienda árabe-israelí, dicha población no ha perdido sus señas nacionales de identidad, e incluso una parte importante de la misma sigue residiendo en los territorios ocupados. Como ya se ha indicado, en Gaza y Cisjordania habitan un total de 5,3 millones de personas, 3,2 de ellas en Cisjordania y 2,1 en la Franja de Gaza. Pero la extensión territorial de Gaza (378 km2) y de la Ribera Occidental (5.879 km2) es escasísima, representando apenas el 22% de la Palestina histórica, que comprende en su conjunto una superficie de 26.300 km2. Esto supone que la densidad de población en unos territorios tan reducidos es excesivamente alta, una de las cifras más altas del planeta. Además, la tasa de crecimiento de la población también es muy elevada, entre el 3% y el 5% anual, por lo que el problema demográfico es evidente107. En el terreno económico, la situación también es angustiosa: entre Gaza y Cisjordania alcanzaban en 2023 un Producto Interior Bruto (PIB) de 17.000 millones de dólares –procedentes el 60% de ellos del sector terciario–, y la renta anual per cápita era de 5.300 dólares108, situándose entre las peores cifras nacionales del mundo.


Una fecha clave en la historia de este pueblo se produjo en 1967, cuando Israel ocupó los escasos territorios palestinos que quedaban en poder de los árabes. La derrota de los ejércitos de estos países en 1967 desacreditó decisivamente su poder militar, al tiempo que provocó una fuerte desmoralización, por lo que se produjo un vacío ideológico y político que trataron de llenar las guerrillas palestinas. Pero sus éxitos iniciales no lograron ocultar los inmensos obstáculos con los que tenía que enfrentarse el desarrollo de la identidad nacional palestina: dependencia excesiva del apoyo de sus vecinos árabes, falta de unidad, vulnerabilidad de su posición frente al poder militar israelí, etcétera109. No obstante, ya existía con anterioridad el germen de una conciencia nacional palestina propia, aún sin pretender disminuir la importancia de 1967 como fecha decisiva en la concienciación del movimiento palestino independiente110. De hecho, fue en el primer Congreso Nacional Palestino, celebrado en Jerusalén entre mayo y junio de 1964, cuando se aprobaron por consenso la Carta Nacional Palestina y los Estatutos constitutivos de la Organización para la Liberación de Palestina (OLP)111, que instaura como órgano supremo al Congreso Nacional Palestino (CNP), quien a su vez elige al Comité Ejecutivo. En 1970 este Comité Ejecutivo estableció asimismo otra instancia, el Consejo Central, como órgano intermedio entre los dos anteriores112.


En concreto, la Carta Nacional Palestina, al ser el más famoso texto constitucional palestino, establecía en 1964 los siguientes principios básicos:


1. El pueblo palestino es parte de la nación árabe (art. 1);


2. La lucha armada es el único medio de liberación de Palestina (art. 9);


3. La división de Palestina en 1947 y el establecimiento del Estado de Israel son nulos y se encuentran en contradicción con la Carta de las Naciones Unidas (art. 19); y,
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